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La homologación de la declaratoria de adoptabilidad como figura jurídica 
consagrada en el capítulo IV, Título II, Libro I de la Protección Integral del Código 
de la Infancia y la Adolescencia “Ley 1098/06”, la ha definido la jurisprudencia 
desde años atrás así: 
 
“La homologación de las decisiones de los Defensores de Familia por parte de un 
juez especializado en la misma materia constituye un control de legalidad 
diseñado con el fin de garantizar los derechos procesales de las partes y subsanar 
los defectos en que se hubiere podido incurrir por parte de la autoridad 
administrativa.”1   
 
La homologación es una herramienta que permite al Estado a través de los jueces 
de familia ejercer un control sobre las decisiones de autoridades administrativas 
sobre la declaratoria de adoptabilidad de niños, niñas y adolescentes en aquellos 
eventos de oposición por alguna de las partes, y por su parte le garantiza a éstas 
la revisión de una decisión considerada por las mismas contraria a sus intereses o 
que vulnera sus derechos; de manera que tiene una trascendencia preeminente el 
tema objeto de estudio, pues lo que está en juego son los derechos de los niños, 
niñas y adolescentes, en especial el de integrar una familia plenamente 
constituida.    
 
Se busca con este trabajo de investigación definir si la normatividad existente en 
esta materia está siendo efectivamente utilizada por las partes y aplicada 
correctamente por la rama jurisdiccional del Estado, pues de allí habrá de 
derivarse la garantía efectiva que la misma norma ofrece. En tal sentido habrá de 
acudirse a la socialización con personal capacitado sobre el tema, vivencias de 
persona que hayan atravesado por una situación como la que aquí se planteará, 
jurisprudencia y doctrina que permitan sentar un concepto claro y definido en los 
objetivos específicos a desarrollar, pues el resultado y éxito de esta investigación 
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PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
 
PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
 
Cuando del acervo probatorio se determine la ausencia de familia o que ésta no 
garantiza las condiciones para el ejercicio pleno  de los derechos del niño, niña o 
adolescente y constituye el factor de su vulneración, amenaza o inobservancia, el 
defensor de familia, el comisario de familia o el inspector de policía, según el caso, 
deberá declarar la situación de adoptabilidad del menor. La Declaratoria de 
Adoptabilidad producirá, respecto de los padres, la terminación de la patria 
potestad del niño, la niña o el adolescente adoptable y en ese sentido, al verse 
afectados derechos personalísimos y fundamentales tanto de los infantes y 
adolecentes como de su familia, el Código de la Infancia y la Adolescencia 
estableció, como control de legalidad y revisión sobre la actuación de la autoridad 
administrativa, la figura de la HOMOLOGACIÓN DE LA DECLARATORIA DE 
ADOPTABILIDAD. Esta se erige como garantía para proteger el derecho 
fundamental al debido proceso y por ende, del correcto ejercicio del derecho de 
defensa, permitiendo que un Juez especializado en la materia garantice los 
derechos procesales de las partes y subsane los defectos en que se hubiere 
podido incurrir por parte de la ya citada autoridad administrativa. 
 
Lo anterior exige de los operadores de justicia con competencia para el caso, un 
análisis detallado de las características individuales del asunto en particular, las 
circunstancias particulares realizadas en el proceso de declaración de situación de 
adoptabilidad y en ese sentido la aplicación estricta de las normas establecidas 
por el Código de la Infancia y la Adolescencia para homologar tal situación. Ahora, 
como se trata de restablecimiento de derechos, en aquellos casos en que una de 
las partes considera le está siendo vulnerado, se analizará tal vulneración o, 
contrario sensu, se confirmará que no se ha vulnerado ninguno, por lo que si una 
figura tan importante no cumple la función asignada por la Ley, entonces no se 
podría estar en presencia de justicia social y control efectivo de legalidad. Se 
crean entonces los interrogantes sobre ¿Cuál es el alcance de la figura de la 
homologación de la declaratoria de adoptabilidad en el Código de Infancia y 
Adolescencia como control de legalidad o revisión de las decisiones adoptadas por 
la autoridad administrativa en Pereira, Risaralda? Y ¿Las normas vigentes 
establecidas en el Código de la Infancia y la Adolescencia son debidamente 










La investigación denominada “El papel que cumple la figura de homologación de la 
declaratoria de adoptabilidad consagrada en el Código de Infancia y Adolescencia 
y su aplicación en la ciudad de Pereira Risaralda 2011 – 2013.”, tuvo como 
propósito el análisis social y jurídico de la situación denotada, mediante un tipo de 
investigación de carácter explorativo, lo que permite establecer un periodo de 
tiempo que se ha determinado entre el año 2011 y el 2013, basados en la 
interpretación autónoma de los Jueces de Familia de la ciudad de Pereira.  
 
 
Para la recolección de la información, como fuentes e instrumentos del desarrollo 
metodológico de la investigación, se implementaron, como fuente primaria de la 
información, las entrevistas, apoyadas y sujetas a las normas vigentes y los 












La pertinencia e importancia del tema de investigación propuesto “El papel que 
cumple la figura de homologación de los fallos de adoptabilidad en el Código de 
Infancia y Adolescencia y su aplicación en la ciudad de Pereira, Risaralda”, radica 
en la garantía que debe ofrecerse por la normatividad colombiana a aquellos 
procesos de adoptabilidad a que son sometidos los niños, niñas y adolescentes, 
pues debe brindarse un legítimo  control a los fallos emitidos por el Defensor de 
Familia, Comisario de Familia o Inspector de Policía, en su caso, que determinan 
en los eventos de oposición la adoptabilidad de éstos sujetos de especial 
protección por parte del Estado. Ha de resaltarse que en estos procesos prevalece 
el deber por parte del Estado de salvaguardar los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes, más aun teniendo en cuenta que el fallo proferido sobre 
homologación no tiene recurso alguno. 
 
Y es que el resultado de la solicitud de homologación de fallos de adoptabilidad 
define una situación jurídica concreta de niños, niñas y adolescentes colombianos; 
de manera que le corresponde al Estado a través de los jueces de familia 
garantizar que el procedimiento seguido para culminar en tales decisiones y los 
derechos de las partes allí involucradas se hayan sujetado a la Ley y no hayan 
sido trasgredidos por la autoridad administrativa.   
 
Es un tema que de acuerdo con la situación social que afronta nuestro país, 
debido al abandono, la pobreza, la falta de educación, de oportunidades y de 
empleo, la violencia, entre otros, cada vez se incrementa y hace posible la 
intervención de las autoridades administrativas y judiciales en los procesos de 
adoptabilidad, los cuales conllevan en algunos casos a la homologación de los 
fallos adoptados en sede administrativa. 
 
Según concepto de Instituto de Bienestar Familiar, la homologación en el derecho 
de familia es: 
 
“La convalidación o acreditación de un determinado procedimiento o programa 
para que produzca efectos en un escenario diferente de aquel en el cual tuvo su 
origen, en el Código de la Infancia y Adolescencia no es otra cosa que la revisión 
o control de legalidad, sobre la actuación de la autoridad administrativa (Defensor 
de Familia, Comisario de Familia o Inspector de Policía). 
(…) 
 






(i)En el artículo 100, inciso 4 del Código de la Infancia y la Adolescencia ordena 
que cuando se trate de protección de los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes, a solicitud de parte o de oficio, el Defensor de Familia citará a una 
audiencia a las partes involucradas, o bien abrirá de oficio la investigación 
correspondiente, o la remitirá al competente.  Si no se logra la conciliación o se 
trata de un asunto que no la permite, correrá traslado a las partes para presentar 
pruebas y luego fijará fecha de audiencia en la cual éstas serán practicadas y se 
emitirá el fallo correspondiente, contra el que sólo procede el recurso de 
reposición, una vez desatado el recurso de reposición o vencido el término para 
interponerlo y si alguna de las partes lo solicita en escrito debidamente 
sustentado, dentro de los cinco días siguientes a su ejecutoria se deberá remitir el 
fallo para homologación ante el juez de Familia competente. 
 
(ii)En el artículo 107, parágrafo 1 y el artículo 108, inciso 1 a diferencia del primer 
evento que desarrolla todo un trámite, esta modalidad se refiere expresamente a 
un contenido sustancial, cual es la declaratoria de adoptabilidad, la cual debe ser 
homologada por el juez competente cuando las personas a cuyo cargo estuviere el 
cuidado, la crianza y la educación del niño, niña o adolescente, aunque no lo 
hubieran hecho durante la actuación administrativa, presenten oposición dentro de 
los veinte (20) días siguientes a la ejecutoria de la resolución para lo cual deberán 
expresar las razones en que se fundan y aportar las pruebas que sustenten la 
oposición.”2 
 
La homologación en el derecho de familia busca entonces brindar garantías en los 
procesos de adoptabilidad, y es, en el desarrollo de la investigación, que se podrá 
concretar si la normatividad sobre el tema está siendo empleada y aplicada 
adecuadamente para conseguir el objetivo trazado por la Ley, el cual no es otro 
que el de garantizar los derechos de las partes y ejercer un efectivo control de 
legalidad en el procedimiento seguido por las autoridades administrativas.   
 
Es por lo anterior necesario determinar cuáles son las falencias al interior de la 
rama jurisdiccional en la aplicación de la normatividad existente en tratándose de 
homologación, y cuáles las de la sociedad en el empleo de tal figura, para de esta 
manera adoptar la posible solución; de manera que la respuesta al interrogante y 
la solución al mismo van a garantizar una aplicación y empleo adecuado de la 
normatividad existente sobre el tema.  De esta manera los beneficiarios serán 
desde dos perspectivas, por una parte los sujetos involucrados en el proceso de 
adoptabilidad, por otra la autoridad judicial; en el primer caso los beneficios se 
traducen en una justicia acorde con la época actual, confianza frente a las 
decisiones del poder público y la garantía de una decisión que determine en 
derecho la situación jurídica en que quedan los niños, niñas y adolescentes que 
son sometidos a un proceso de adoptabilidad, y en el segundo caso los beneficios 
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se identifican también con una justicia acorde a la época actual y con la seguridad 
jurídica que deben ofrecer las decisiones sobre el tema propuesto de 
investigación. 
 
El resultado de la investigación, confiamos, nos conduzca a desarrollar o apoyar 
un método o teoría que pueda servir de ayuda, especialmente a las partes 
involucradas en el proceso de adoptabilidad, para que a través de la homologación 
cuando se encuentren insatisfechas con la decisión adoptada por autoridad 
administrativa hagan uso racional y cierto de este mecanismo legal, con la 











Determinar cuál es la eficacia de la figura de la homologación de la declaratoria de 
adoptabilidad en las decisiones proferidas por los Jueces de Familia en la ciudad 





 Evaluar las condiciones de implementación de la homologación de los fallos 
de adoptabilidad. 
 Determinar el resultado de la aplicación de la figura de homologación de los 
fallos de adoptabilidad en el escenario jurídico y familiar. 
 Establecer el impacto que produce el fallo en sede de homologación en 
cuanto a las partes que intervienen en el proceso de adoptabilidad, como 
en la autoridad administrativa que profiere la decisión de adopción. 
 Reconocer cuál es la línea jurisprudencial sobre la homologación de los 










GENERACIÓN DE NUEVO CONOCIMIENTO 
 
 
Resultado/Producto esperado Beneficiario 
Publicación de  los resultados parciales 
y finales de la investigación 
Organizaciones sociales, Entidades 
públicas que procuran la protección de 
los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes, los operadores 
judiciales en la especialidad de Familia 
y La comunidad académica en 
general.  
 
FORTALECIMIENTO DE LA COMUNIDAD CIENTÍFICA 
 
Resultado/Producto esperado Beneficiario 
Aporte doctrinal en la interpretación de 
normas legales. 
Organizaciones sociales, Entidades 
públicas que procuran la protección de 
los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes, los operadores 
judiciales en la especialidad de Familia 












ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
 
En la búsqueda de investigaciones, y publicaciones conexas con el trabajo de 
grado “EL PAPEL QUE CUMPLE LA FIGURA DE HOMOLOGACIÓN DE LA 
DECLARATORIA DE ADOPTABILIDAD CONSAGRADA EN EL CÓDIGO DE 
INFANCIA Y ADOLESCENCIA Y SU APLICACIÓN EN LA CIUDAD DE PEREIRA 
RISARALDA 2011 – 2013”, no se encontraron otros documentos que se 
relacionaran con el tema de estudio específico. 
 
Sin embargo, se encontró una tesis denominada “La adopción como institución 
jurídica y medida de protección por excelencia”3 el cual, no trata precisamente 
del núcleo esencial objeto de estudio, pero si aborda el tema general involucrado. 
De este podemos extraer lo siguiente: “La Adopción es la medida más beneficiosa 
que ha cobijado a los menores desamparados porque ha logrado suplir la falta o 
carencia de hogar de muchos niños abandonados por sus padres biológicos, 
también porque ha logrado disminuir un poco las cifras de niñez desprotegida en 
nuestra sociedad. (…) Hablar de Adopción supone ofrecer hogares estables y 
seguros a niños que no los tienen, brindar una Protección Social, Noble, Legal y 
Jurídica para el niño abandonado, consistente en su colocación en el seno de un 
hogar. Es indispensable analizar sus implicaciones psicológicas para buscar la 
integración del niño a un ambiente familiar normal, para procurarle los cuidados de 
unos padres, que le permitirán alcanzar un desarrollo normal que asegurará la 
estabilidad de su salud mental. La Familia es el único medio donde es posible 
asegurar el crecimiento y desarrollo normal del niño y su incorporación al medio 
social, proporcionándole una plenitud física y espiritual. El niño es parte del grupo 
familiar, la Familia debe, por consiguiente, suministrar al niño todo lo necesario 
para su sustento y protección, importando mucho el afecto, el cariño, la 
comprensión y la orientación espiritual, ya que de esta manera el pequeño se 
siente parte de su Familia y adquiere la madurez y la estabilidad necesaria para 
asumir, en el mañana, con responsabilidad el papel de padre o madre.” 
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EL CONCEPTO DE FAMILIA EN SU GÉNESIS Y LA INCLUSIÓN DE HIJOS 
ADOPTIVOS 
 
Desde los principios de la civilización humana, algunas familias que no han 
procreado sus hijos (aunque no es la única situación en que se presente tal 
premisa), se hicieron responsables de hijos de otras familias, en principio como 
pupilos, para entrenarlos en las artes de sus tiempos: la pesca, la minería, entre 
otras tantas. Sin embargo, esos pupilos han sido parte íntegra de la familia del 
maestro, pues compartían sus viviendas, sus mesas y en general, se hacían parte 
de su núcleo familiar. 
 
EL CÓDIGO DE HAMMURABI 
 
Este fue el compendio normativo de tipo jurídico con mayor relevancia en 
Babilonia, reconocido en nuestro tiempo como el más importante texto Sumerio. 
Su creación se estima aproximadamente a 2.000 años Antes de Cristo. Puede 
entenderse más como una recopilación, no como un código, propendiendo por la 
protección individual de los miembros de la comunidad. En cuanto a la Adopción, 
reguló algunos aspectos que fueron conocidos con la voz de "Marutu". 
 
Ahora, respecto de la institución de la Adopción comprendió diversidad de normas 
cuyo detalle está en cuatro (4) temas principales:4 
 
- Casos en los cuales no podrá ser reclamado el hijo Adoptivo (185 a 188). 
- Casos en los que el Adoptivo deberá regresar a la casa paterna (189 y 
190).  
- Casos de sanción impuesta al Adoptivo cuando repudie al padre o a la 
madre que lo crió (192). El castigo impuesto era muy drástico ya que al hijo 
desagradecido se le cortaba la lengua. 
- Sanción a la repudiación por parte del padre que adopta al hijo (191). El 
padre era condenado a entregarle la cuota parte de la herencia que le 
corresponde por ser hijo, es decir, descendiente directo. 
 
En este compendio normativo se le da gran importancia a la obligación de respeto 
y gratitud que debe guardar el adoptado para con sus padres adoptivos, al igual 
que la obligación que tienen éstos últimos de tratar al adoptado como a un 
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verdadero hijo. La Adopción era considerada como un trato establecido entre el 
padre adoptivo y la persona que tiene la autoridad sobre el niño, ya sea su padre 
natural o su amo si se trata de un siervo, o el mismo sujeto a quien se va a 
adoptar, si no tuviere familia.5  
 
Posteriormente, y después de una evolución continuada sobre la familia, llegamos 
a la declaración universal de los derechos humanos, de las Naciones Unidas6, 
norma cúspide en la consagración de los derechos fundamentales de los seres 
humanos. Particularmente en el artículo 16, inciso 3° expresa que “la familia es el 
elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de 
la sociedad y del Estado”, catalogada como la institución básica por excelencia del 
sistema social a nivel general. 
 
En ese orden de ideas y enfocándonos en nuestro sistema normativo, el artículo 
42 de la Constitución Política de Colombia establece que “la familia es el núcleo 
fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la 
decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad 
responsable de conformarla”. Sin lugar a equívocos, esta figura se instituye como 
figura base de la sociedad, conformada por vínculos naturales o jurídicos y con un 
carácter permanente. 
 
LA EVOLUCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS7 
 
Los derechos de los niños han tenido una evolución progresiva. En la Edad Media, 
los niños eran considerados “adultos pequeños”. Posteriormente, La idea de 
ofrecer protección especial a los niños surgió en Francia a mediados del siglo XIX, 
esto permitió el desarrollo progresivo de los derechos de los menores. A partir de 
1841, las leyes comenzaron a proteger a los niños en su lugar de trabajo y, a partir 
de 1881, las leyes francesas garantizaron el derecho de los niños a una 
educación. 
 
A principios del siglo XX, comenzó a implementarse la protección de los niños, o 
incluso en el área social, jurídica y de la salud. Este nuevo desarrollo, que 
comenzó en Francia, se extendió más adelante a toda Europa. 
 
Los Derechos del Niño fueron formalmente reconocidos luego de la Primera 
Guerra Mundial con la adopción de la Declaración de Ginebra en 19248. El 
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 Op. Cit. MIRANDA CORRALES, Pg. 16. 
6
 Declaración Universal de los Derechos Humanos, Aprobada por la Asamblea Nacional de las Naciones 
Unidas mediante Resolución No. 217 A (III) el 10 de diciembre de 1.948. 
7
 Citas históricas tomadas desde el portal http://www.humanium.org/es/historia/, consultado el 2 de septiembre 
de 2013, 22:25 
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proceso de reconocimiento de estos derechos continuó luego gracias al trabajo de 
Naciones Unidas y la Declaración de los Derechos del Niño de 1959. 
 
La admisión de los Derechos del Niño se concretó definitivamente el 20 de 
noviembre de 1989 con la aceptación de la Convención Internacional de los 
Derechos del Niño, que representa el primer texto de compromiso internacional 
que reconoce legalmente todos los derechos fundamentales de los niños. 
 
Desde el 10 de diciembre de 1948 la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos reconoce que “la maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y 
asistencia especiales”. 
 
El 20 de noviembre de 1989, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó 
la Convención sobre los Derechos del Niño. A lo largo de 54 artículos el 
documento establece los derechos económicos, sociales y culturales de los niños. 
 
 
EL CONCEPTO ACTUAL DE ADOPCIÓN 
 
El diccionario de la real academia de la lengua española define el término 
ADOPTAR como “Recibir como hijo, con los requisitos y solemnidades que 
establecen las leyes, al que no lo es naturalmente.”9, así entonces el término 
“Adopción” se tiene como la “Acción de adoptar”. 
 
En términos legales entendemos entonces que la adopción es un acto 
jurídico mediante el cual se crea un vínculo de parentesco entre dos personas, de 
forma tal que establece entre ellas relaciones análogas a las que resultan 
jurídicamente de la paternidad biológica, con los derechos y responsabilidades 
inherentes a tal circunstancia. 
 
Ahora bien, para crear tal vínculo legal deben existir unos progenitores biológicos 
del menor que está en el proceso de integración a una nueva familia, en muchos 
casos se da la situación de abandono por parte de la familia biológica lo cual 
simplifica, de alguna forma el proceso ya indicado. Sin embargo, no todas las 
situaciones fácticas son iguales.  
 
De acuerdo con la superioridad que actualmente tienen los derechos de los 
menores se han implementado medidas especiales para el restablecimiento de 
estos derechos, entre ellas, y considerada por la ley, doctrina y la jurisprudencia 
como la más importante, encontramos la Adopción. Ahora, retomando las 
diferentes situaciones que puedan presentarse, encontramos aquella donde la 
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familia biológica se opone a que sus hijos sean separados de su lado y se 
entreguen a otro núcleo familiar, eliminando totalmente los vínculos legales que se 
generan con el de consanguinidad, suprimiendo también la patria potestad 
ejercida sobre el menor y transfiriéndola a otras personas. 
 
Tiempo atrás se apreciaba tal figura simplemente como un “acto de caridad” pues 
se le brindaba a un niño una nueva oportunidad de vida, diferente a la que sus 
padres biológicos podrían brindarle. Ahora la adopción es concebida como la 
experiencia de disfrutar de un hijo que, en la mayoría de los casos, es imposible 
de concebir biológicamente, aunque en algunos aspectos no se ha superado el 
paradigma de antaño. 
 
LA HOMOLOGACIÓN DE LA DECLARATORIA DE ADOPTABILIDAD 
 
El Artículo 108 de la Ley 1098 de 2006 “Por la cual se expide el Código de la 
Infancia y la Adolescencia”  establece que “Cuando se declare la adoptabilidad de 
un niño, una niña o un adolescente habiendo existido oposición en la actuación 
administrativa, y cuando la oposición se presente en la oportunidad prevista en el 
parágrafo primero del artículo anterior, el Defensor de Familia deberá remitir el 
expediente al Juez de Familia para su homologación. 
  
En los demás casos la resolución que declare la adoptabilidad producirá, respecto 
de los padres, la terminación de la patria potestad del niño, niña o adolescente 
adoptable y deberá ser inscrita en el libro de varios de la notaría o de la oficina de 
registro civil.” 
 
Por su parte, el parágrafo 1° del artículo 107 de la misma ley, establece el término 
de 20 días contados a partir de la ejecutoria de la resolución para que las 
personas que tuvieren a su cargo el cuidado del menor se opongan a la 
declaratoria de adoptabilidad, expresando las razones en que se fundan y las 
pruebas correspondientes.  
 
Así las cosas tenemos que la Homologación de la declaratoria de adoptabilidad se 
adelanta siempre y cuando exista oposición, incoada dentro del término previsto 
para tal circunstancia, dentro de la actuación administrativa y que deberá surtirse 
ante el Juez natural del asunto, para el caso, el de Familia. 
 
El presente proyecto de investigación, pretende entonces determinar la eficacia de 
la figura de la homologación de la declaratoria de adoptabilidad, en el entendido 
de una revisión de la actuación administrativa por parte de los Jueces de Familia 
de la ciudad de Pereira, siempre bajo la premisa que la medida de adoptabilidad, 
dentro de las medidas de restablecimiento de derechos de los niños, niñas y 





y rompe con los vínculos de consanguinidad, bajo unas condiciones especiales 
que deben ser examinadas y sopesadas de manera amplia, además que se 
presenta en los casos graves o de gran repercusión en cuanto a los derechos de 
los niños, niñas y adolescentes, pretendiendo entonces adelantar un control de 
legalidad en caso de oposición de la actuación en sede administrativa adelantada 
por los Defensores de Familia adscritos al Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, y aún después de tomada la decisión y estando ejecutoriada y en firme, 
el Código de la Infancia y la Adolescencia prevé un término para que se opongan 
aquellos que tienen la custodia del menor y el asunto pasa de ser administrativo a 
la sede judicial, correspondiéndole a los Jueces de Familia examinar, si la decisión 
tomada por el defensor de familia estuvo acorde a derecho, entendiendo esto 
como las normas legales, constitucionales, los lineamientos jurisprudenciales e 
inclusive, aquellas de carácter internacional, que se integran a nuestro 
ordenamiento jurídico en el denominado “Bloque de Constitucionalidad”. 
 
 
Es del caso precisar que el proceso tanto de adopción, adelantado ante la 
autoridad administrativa, como el de homologación de la declaratoria de la misma 
propuesto ante el Juez de Familia, procura por no vulnerar la dignidad humana del 
niño, niña o adolescente, siempre buscando como primacía la protección del 
derecho fundamental contenido en el Artículo 44 superior, cual es el de tener una 
familia y no ser separado de ella. La corte constitucional ha sido enfática en 
establecer criterios para evaluar y establecer si se ha vulnerado o no este derecho 
 
CRITERIOS UTILIZADOS POR LOS JUECES DE FAMILIA DE LA CIUDAD DE 
PEREIRA RESPECTO DE LA HOMOLOGACIÓN DE LA SITUACIÓN DE 
ADOPTABILIDAD 
 
Con el fin de cumplir con el objetivo de este proyecto de investigación e identificar 
el papel que cumple la figura de la homologación de la declaratoria de 
adoptabilidad consagrada en el Código de la Infancia y la Adolescencia y su 
aplicación en la ciudad de Pereira, se realizó una investigación con los Jueces de 
Familia de este Distrito judicial, a quienes se les formularon, entre otras, las 
siguientes preguntas: 
 
¿Con el procedimiento de homologación de la situación de adoptabilidad se 
garantiza efectivamente la protección de los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes? 
  
De las respuestas que se obtuvieron los cuatro Jueces de Familia de este distrito 
judicial concuerdan en indicar que al cambiar el proceso de adopción de sede 
administrativa a la judicial, para homologar esa decisión, el legislador observó 





per se, es la esencia de este, dando especial importancia a la función de velar por 
los derechos de los niños, niñas y adolescentes; sin embargo, cuando se presenta 
oposición en el trámite o cuando no se esté de acuerdo con la decisión, pues con 
la misma se rompe el vínculo de consanguinidad y acaba con la patria potestad, el 
legislador observó a los jueces de familia como una segunda instancia para la 
revisión, no siendo esta figura propiamente dicha, pero cumple con la finalidad de 
examinar la decisión, protegiendo los derechos de los niños que, si no se 
apreciaron en sede administrativa se revisen en sede judicial, buscando con lo 
anterior que no se vulneren los derechos de los niños a tener una familia y no ser 
separado de ella. 
 
¿Cuál es el alcance que tiene la figura de homologación de la declaratoria de 
adoptabilidad como control de legalidad o revisión de las decisiones 
adoptadas por la autoridad administrativa que la emite? 
 
De lo manifestado por los citados operadores judiciales, podemos indicar que el 
alcance de esta figura es que no se vulneren los derechos de los niños, las niñas y 
los adolescentes, en especial su derecho fundamental a tener una familia 
plenamente constituida y a no ser separados de ella. Siendo este último en 
derecho el punto clave y eje sobre el cual debe girar la revisión de la declaratoria 
de adoptabilidad. 
 
¿Cuál o cuáles cree usted, que son las falencias que puedan existir al 
interior de los organismos administrativos encargados en la aplicación de 
las normas existentes, cuando de la declaratoria de abandono y estado de 
adoptabilidad se trata? 
 
Aquí podemos resaltar que una de las falencias más comunes en sede 
administrativa, es la apreciación de la situación de pobreza en que se desenvuelve 
el menor, pues no es razón suficiente para adoptar como medida definitiva la 
adopción de tales sujetos de especial protección.  La autoridad administrativa 
muchas veces toma sus decisiones en criterios eminentemente económicos, lo 
que no se puede permitir, toda vez que si el Estado procede a intervenir en la 
familia cuando se tenga noticia de derechos afectados a menores de edad, no 
pueden ser las razones de tipo económico las que sean determinantes para 
declarar en estado de abandono total a un menor de edad y su consecuente 
estado de adoptabilidad. Otra falencia puede ser aquella cuando no se investiga 
en debida firma sobre la familia extensa que puedan tener los niños, niñas y 
adolescentes, pues al ICBF le ha faltado analizar quiénes pueden ejercer la 
custodia de un niño, niña o adolescente dentro de su misma familia antes de darlo 
en adopción, pues lo que se busca primordialmente es no separar al niño de su 
núcleo familiar y ya, como última medida, al no existir ninguna persona que se 





como medida de restablecimiento de sus derechos. Estos se han convertido en los 











BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD 
 
Los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes han sido establecidos y 
protegidos por el Derecho Internacional mediante la aprobación de Convenios y 
Tratados suscritos y debidamente ratificados por Colombia, como los son:  
 
 
La Declaración Universal de Derechos Humanos de 194810, en su artículo 25, 
Núm. 2, establece que: 
 
"la maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados de asistencia especiales", y 
que "todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho 
a igual protección social". 
 
Ahora, de conformidad con lo que ya hemos apreciado, debemos entender que 
esta premisa debe extenderse a los hijos adoptivos, pues legalmente obtienen los 
mismos derechos y deberes que un hijo biológico. 
 
De la misma manera, el Principio 2 de la Declaración de los Derechos del Niño11, 
proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de Noviembre 
de 1959, establece que: 
 
 
"el niño gozará de una protección especial y dispondrá de oportunidades y 
servicios, dispensado todo ello por la ley y por otros medios, para que pueda 
desarrollarse física, mental, moral, espiritual y socialmente en forma saludable y 
normal, así como en condiciones de libertad y dignidad. Al promulgar leyes con 
este fin, la consideración fundamental a que se atenderá será el interés superior 
del niño".  
 
 
Igualmente, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos12, adoptado por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1966 y aprobado en Colombia 
mediante la Ley 74 de 1968, dispone en su Art. 24, Núm. 1, que: 
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"todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento, a 
las medidas de protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de 
su familia como de la sociedad y del Estado". 
 
 
Así mismo, el Art. 10, Núm. 3, del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales13, adoptado por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas en 1966 y aprobado en Colombia mediante la Ley 74 de 1968, prevé que, 
"se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia a favor de todos 
los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón de filiación o 
cualquier otra condición". 
 
 
En el mismo sentido, el Art. 19 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos, suscrita en San José, Costa Rica, en 1969 y aprobada en Colombia 
mediante la Ley 16 de 1972, contempla que, "todo niño tiene derecho a las 
medidas de protección que su condición de menor requiere por parte de su familia, 
de la sociedad y del Estado". 
 
 
Posteriormente, en la Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de Noviembre de 1989 y 
aprobada en Colombia mediante la Ley 12 de 1991, se convino: 
 
Artículo 1 
Para los efectos de la presente Convención, se entiende por niño todo ser humano 
menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea 





1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones 
públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 
administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se 
atenderá será el interés superior del niño (Subrayado propio) 
 
 









2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el 
cuidado que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y 
deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de él ante la ley y, 




1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, 
sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de 
perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o 
explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la 
custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que 
lo tenga a su cargo. 
 
 
La Organización de las Naciones Unidas, en su continua búsqueda por la 
protección efectiva de los derechos humanos, pero enfatizando de manera 
especial la protección especial de los niños, adoptó, mediante la Resolución 44/25 
del 20 de noviembre de 1.989, la “Convención Sobre los Derechos del Niño”, 
que en la actualidad se encuentra más que vigente, además, firmado por el Estado 
Colombiano el 26 de enero de 1990, aprobado por el Congreso de la República de 
Colombia mediante la Ley 12 de 1991 y ratificado el 28 de enero de 1991, 
convirtiéndose en una herramienta de protección a niños, niñas y adolescentes 
para garantizar la efectividad en el goce de los derechos internacionales que son 
inherentes a sus calidades. 
 
El artículo 9 de esta convención, en su numeral primero establece “Los Estados 
Partes velarán por que el niño no sea separado de sus padres contra la voluntad 
de éstos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades 
competentes determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos 
aplicables, que tal separación es necesaria en el interés superior del niño. Tal 
determinación puede ser necesaria en casos particulares, por ejemplo, en los 
casos en que el niño sea objeto de maltrato o descuido por parte de sus padres o 
cuando éstos viven separados y debe adoptarse una decisión acerca del lugar de 
residencia del niño.” 
 
De aquí podemos partir para el proceso investigativo, pues este tratado hace parte 
íntegra del bloque de constitucionalidad y desde allí se puede determinar que, si 
bien es cierto los niños no deben ser separados de sus padres, también es cierto 
que prima el interés superior del niño, incluyendo esto que, por medio de un 
procedimiento específico administrativo, se aprecie necesaria la separación de sus 
padres biológicos, sometiendo tal determinación al control judicial, pues, de las 





a equívocos que, el desarrollo personal, social e integral del menor, se encuentren 
seriamente vulnerados al continuar con sus padres biológicos, utilizando los 
medios legales existentes para sobreponer los derechos de esos menores frente a 
los derechos de los demás. 
 
De allí surge la importancia de someter a control judicial las decisiones adoptadas 
por las autoridades administrativas al momento de separar a los niños de sus 
padres, pues, ha quedado clara la superioridad de los derechos de los menores de 
18 años de edad. 
 
MARCO CONSTITUCIONAL COLOMBIANO 
 
Nuestra constitución política, a lo largo de su texto advierte la especial protección 
constitucional de los niños, las niñas y adolescentes propendiendo por el bienestar 
que debe brindar el estado a los menores, así es como iniciamos con lo que 
establece en Artículo 2, donde establece que “Son fines esenciales del Estado: 
(…) Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las 
personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás 
derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del 
Estado y de los particulares.”, igualmente, en su artículo 5 ampara a la familia 
como institución básica de la sociedad. 
 
Ahora, dentro de nuestro sistema jurídico se han establecido, en el artículo 13 de 
la carta constitucional la igualdad como derecho fundamental, pero refuerza la 
especial protección constitucional que debe brindar el estado a las personas que 
se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta, en este grupo especial 
de personas debemos incluir a los niños, niñas y adolescentes. 
 
Indica el artículo 42 superior, en su primer inciso que “La familia es el núcleo 
fundamental de la sociedad. (…)” y continua “(…) El Estado y la sociedad 
garantizan la protección integral de la familia. (…)”. Ahora, “Los hijos habidos en el 
matrimonio o fuera de él, adoptados o procreados naturalmente o con asistencia 
científica, tienen iguales derechos y deberes. (…)”. Claro está que el estado debe 
brindar protección a la familia y a los hijos habidos en ella, garantizando sus 
derechos como núcleo esencial de la sociedad. 
  
En lo atinente a este proceso investigativo y sujeto de especial análisis, la carta 
constitucional ha establecido, en su artículo 44 diferentes aspectos. El primero de 
ellos es aquél , como derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad 
física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y 
nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la 






Igualmente establece en el citado artículo la protección especial contra toda forma 
de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación 
laboral o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás 
derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados 
internacionales ratificados por Colombia. 
 
 
Además, indica el artículo que “…La familia, la sociedad y el Estado tienen la 
obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e 
integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona puede exigir de la 
autoridad competente su cumplimiento y la sanción de los infractores.” 
  
Finaliza con que “Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los 
demás.” Ratificando con esto lo que se ha venido revisando, en el sentido de 




La ley 1098 de 2006, mediante la cual se expide el Código de Infancia y la 
adolescencia suministra la información necesaria para obtener las garantías que 
adquieren los actores en el proceso de homologación de la declaratoria de 
adoptabilidad. 
 
El Código Civil dedicó el título XIII del Libro Primero al tema de la adopción, sin 
embargo, y conforme como lo ha establecido los tratados internacionales y como 
bien claro ha quedado, la evolución de los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes han procurado por modificar este título del Código Civil, que deberá 
entenderse en los términos expuestos en la Ley 1098 de 2006. 
 
Para el efecto de la investigación, en el Código Civil se estableció que la 
declaratoria de adoptabilidad debía proveerla un Juez de Familia, sin embargo, en 
nuestro tiempo, tal facultad le fue otorgada a los Defensores de Familia, sin 
perjuicio de la revisión procedimental y sustancial que el Juez de Familia pueda 
realizar de la decisión que tal funcionario profiera, confiriéndole al Juez esa 
facultad, si así lo estiman las partes interesadas. 
 
JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 
 
En virtud del principio de legalidad y la obligatoriedad de someterse y cumplir lo 
dispuesto en normas superiores en el entendido que la jurisprudencia emanada de 
la Corte Constitucional es norma superior14, debemos analizar desde esta óptica el 
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tema de investigación, pues el mismo ha sido abordado en múltiples ocasiones por 
esa corporación. Dentro de tales providencias, podemos indicar lo siguiente: 
La sentencia T-572 de 2010, con ponencia del H. Magistrado Juan Carlos Henao 
Pérez, calendada el 15 de julio de 2010, respecto de los Estándares relacionados 
con el alcance y contenido de los principios de protección especial a la niñez y 
promoción del interés superior y prevaleciente del niño ha indicado: 
  
“24. La jurisprudencia constitucional ha hecho esfuerzos significativos 
para sistematizar los estándares normativos, nacionales e internacionales 
frente a los cuales se ha comprometido el Estado colombiano, en relación 
con el alcance y contenido de los principios de protección especial a la 
niñez y promoción del interés superior y prevaleciente del niño15. 
  
25. Así, de acuerdo con lo establecido en el preámbulo de la Convención 
sobre los Derechos del Niño y en la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos del Niño y el artículo 44 de la Constitución Política, los 
derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás. A 
partir de esta cláusula de prevalencia, la jurisprudencia constitucional ha 
reconocido que los niños, niñas o adolescentes tienen un estatus 
de sujetos de protección constitucional reforzada, lo que significa que la 
satisfacción de sus derechos e intereses, debe constituir el objetivo 
primario de toda actuación (oficial o privada) que les concierna. 
  
26. Esta protección especial de la niñez y preservación del interés 
superior para asegurar el desarrollo integral se encuentra consagrada en 
diversos tratados e instrumentos internacionales que obligan a Colombia. 
Entre ellos, reitera la Corte, en primer lugar la Convención sobre los 
Derechos del Niño, que dispone en su artículo 3-1 que “en todas las 
medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o 
privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 
administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a 
que se atenderá será el interés superior del niño”; y en el artículo 3-2, 
establece que “los Estados partes se comprometen a asegurar al niño la 
protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, teniendo 
en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas 
responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas 
legislativas y administrativas adecuadas”. Por su parte, el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos dispone en su artículo 24-1 
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que “todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de 
raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición 
económica o nacimiento, a las medidas de protección que su condición de 
menor requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y del 
Estado”; en el mismo sentido que el artículo 19 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, según el cual “todo niño tiene derecho 
a las medidas de protección que su condición de menor requiere por parte 
de su familia, de la sociedad y del Estado”, y que el artículo 10-3 del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que 
ordena: “se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia 
a favor de todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por 
razón de filiación o cualquier otra condición”. También el Principio 2 de la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño dispone 
que los niños gozarán de especial protección, y serán provistos de las 
oportunidades y recursos necesarios para desarrollarse física, mental, 
moral, espiritual y socialmente de manera normal y sana, y en 
condiciones de libertad y dignidad; para ello, precisa la Declaración, las 
autoridades tomarán en cuenta, al momento de adoptar las medidas 
pertinentes, el interés superior del menor como su principal criterio de 
orientación; e igualmente, la Declaración Universal de Derechos Humanos 
de 1948, en su artículo 25-2, establece que “la maternidad y la infancia 
tienen derecho a cuidados de asistencia especiales”, y que “todos los 
niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a 
igual protección social”. 
  
27. A nivel interno, con la Ley 1098 de 2006 se expidió el nuevo Código 
de la Infancia y Adolescencia16. Este estatuto normativo, además de 
recoger los parámetros axiológicos del derecho internacional de los 
derechos humanos contemplados en varios de los instrumentos referidos 
en el párrafo anterior, contempla varias disposiciones que recogen como 
criterio hermenéutico la interpretación prevaleciente de los derechos de 
los niños. Así, por ejemplo el artículo 1º dispone que este Código tiene 
como finalidad “garantizar a los niños, a las niñas y a los adolescentes su 
pleno y armonioso desarrollo para que crezcan en el seno de la familia y 
de la comunidad, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión. 
Prevalecerá el reconocimiento a la igualdad y la dignidad humana, sin 
discriminación alguna”.  En la misma dirección, el artículo 2 establece 
como objeto de esta legislación “establecer normas sustantivas y 
procesales para la protección integral de los niños, las niñas y los 
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adolescentes, garantizar el ejercicio de sus derechos y libertades 
consagrados en los instrumentos internacionales de Derechos Humanos, 
en la Constitución Política y en las leyes, así como su restablecimiento. 
Dicha garantía y protección será obligación de la familia, la sociedad y el 
Estado”. 
Los artículos 5 y 6 definen la naturaleza de las normas contenidas en este 
código y las reglas de interpretación y aplicación respectivamente: 
 
“ARTÍCULO 5o. Las normas sobre los niños, las niñas y los adolescentes, 
contenidas en este código, son de orden público, de carácter irrenunciable 
y los principios y reglas en ellas consagrados se aplicarán de preferencia 
a las disposiciones contenidas en otras leyes. 
 
ARTÍCULO 6o. Las normas contenidas en la Constitución Política y en los 
tratados o convenios internacionales de Derechos Humanos ratificados 
por Colombia, en especial la Convención sobre los Derechos del Niño, 
harán parte integral de este Código, y servirán de guía para su 
interpretación y aplicación. En todo caso, se aplicará siempre la norma 
más favorable al interés superior del niño, niña o adolescente.” 
“La enunciación de los derechos y garantías contenidos en dichas 
normas, no debe entenderse como negación de otras que, siendo 
inherentes al niño, niña o adolescente, no figuren expresamente en ellas.” 
  
Y específicamente, el artículo 9 de la Ley 1098 dispone: 
  
“ARTÍCULO 9o. PREVALENCIA DE LOS DERECHOS. En todo acto, 
decisión o medida administrativa, judicial o de cualquier naturaleza que 
deba adoptarse en relación con los niños, las niñas y los adolescentes, 
prevalecerán los derechos de estos, en especial si existe conflicto entre 
sus derechos fundamentales con los de cualquier otra persona. 
En caso de conflicto entre dos o más disposiciones legales, 
administrativas o disciplinarias, se aplicará la norma más favorable al 
interés superior del niño, niña o adolescente 
28. Por su parte, esta Corporación ha buscado caracterizar el concepto 
del interés superior del menor y su naturaleza prevaleciente. Por ejemplo, 
desde la sentencia T-514 de 1998 la Corte explicó que el concepto del 
interés superior del menor consiste en el reconocimiento de 





naturaleza prevaleciente de sus intereses y derechos, que impone a la 
familia, la sociedad y el Estado la obligación de darle un trato acorde a 
esa prevalencia “que lo proteja de manera especial, que lo guarde de 
abusos y arbitrariedades y que garantice el desarrollo normal y sano del 
menor desde los puntos de vista físico, psicológico, intelectual y moral y la 
correcta evolución de su personalidad”. En esta sentencia, al igual que en 
la sentencia T-979 de 2001, la Corte explicó que “(…) el reconocimiento 
de la prevalencia de los derechos fundamentales del niño… propende por 
el cumplimiento de los fines esenciales del Estado, en consideración al 
grado de vulnerabilidad del menor y a las condiciones especiales 
requeridas para su crecimiento y formación, y tiene el propósito de 
garantizar el desarrollo de su personalidad al máximo grado”. 
29. En relación con la aplicación concreta del interés superior del niño y 
su carácter prevaleciente, la Corte indicó en la sentencia T-510 de 2003 
que la determinación se debe efectuar en atención a las circunstancias 
específicas de cada caso concreto: “el interés superior del menor no 
constituye un ente abstracto, desprovisto de vínculos con la realidad 
concreta, sobre el cual se puedan formular reglas generales de aplicación 
mecánica. Al contrario: el contenido de dicho interés, que es de 
naturaleza real y relacional, sólo se puede establecer prestando la debida 
consideración a las circunstancias individuales, únicas e irrepetibles de 
cada menor de edad, que en tanto sujeto digno, debe ser atendido por la 
familia, la sociedad y el Estado con todo el cuidado que requiere su 
situación personal”. 
30. En esta sentencia T-510 de 2003, la Corte planteó unos criterios 
generales iniciales para orientar a los operadores jurídicos en la 
determinación del interés superior en cada caso concreto. Dijo la Corte en 
esa ocasión: “para establecer cuáles son las condiciones que mejor 
satisfacen el interés superior de los niños en situaciones concretas, debe 
atenderse tanto a consideraciones  (i) fácticas –las circunstancias 
específicas del caso, visto en su totalidad y no atendiendo a aspectos 
aislados–, como (ii) jurídicas –los parámetros y criterios establecidos por 
el ordenamiento jurídico para promover el bienestar infantil-”. La 
determinación de estos criterios partió del reconocimiento de que las 
autoridades administrativas y judiciales encargadas de determinar el 
contenido del interés superior de los niños en casos particulares cuentan 
con un margen de discrecionalidad importante para evaluar, en aplicación 
de las disposiciones jurídicas relevantes y en atención a las 
circunstancias fácticas de los menores de edad implicados, cuál es la 
solución que mejor satisface dicho interés. Al mismo tiempo, la definición 





constitucionales y legales que tienen las autoridades en relación con la 
preservación del bienestar integral de los niños, niñas y adolescentes, que 
requieren de su protección, los cuales obligan a los jueces y funcionarios 
administrativos en cuestión a aplicar un grado especial de diligencia, celo 
y cuidado al momento de adoptar sus decisiones, mucho más tratándose 
de niños de temprana edad, cuyo proceso de desarrollo puede verse 
afectado en forma definitiva e irremediable por cualquier decisión que no 
atienda a sus intereses y derechos. 
31. A partir de lo anterior, en la sentencia T-397 de 2004, esta 
Corporación concretó la regla jurisprudencial según la cual “las decisiones 
adoptadas por las autoridades que conocen de casos en los que esté de 
por medio un niño, niña o adolescente –incluyendo a las autoridades 
administrativas de Bienestar Familiar y a las autoridades judiciales, en 
especial los jueces de tutela- deben propender, en ejercicio de la 
discrecionalidad que les compete y en atención a sus deberes 
constitucionales y legales, por la materialización plena del interés superior 
de cada niño en particular, en atención a (i) los criterios jurídicos 
relevantes, y (ii) una cuidadosa ponderación de las circunstancias fácticas 
que rodean al menor involucrado. Para ello, las autoridades deben prestar 
la debida atención a las valoraciones profesionales que se hayan 
realizado en relación con dicho menor, y deberán aplicar los 
conocimientos y métodos científicos y técnicos que estén a su disposición 
para garantizar que la decisión adoptada sea la que mejor satisface el 
interés prevaleciente en cuestión.” 
 
32. De conformidad con la regla precitada, en la misma sentencia, esta 
Corporación redefinió los criterios jurídicos generales a los que debe 
acudirse, para adoptar cualquier decisión en casos como el presente: (1) 
la garantía del desarrollo integral del niño, niña o adolescente; (2) la 
preservación de las condiciones necesarias para el pleno ejercicio de los 
derechos fundamentales del niño, niña o adolescente; (3) la protección del 
niño, niña o adolescente frente a riesgos prohibidos; (4) el equilibrio con 
los derechos de los parientes, biológicos o no, sobre la base de la 
prevalencia de los derechos del niño, niña o adolescente; y (5) la 
necesidad de evitar cambios desfavorables en las condiciones presentes 
del niño, niña o adolescente involucrado17. La aplicación de estos 
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Con lo anterior, esta sentencia ha desarrollado acertadamente, respecto de los 
principios y derechos que buscan la protección de los derechos de los niños, niñas 
y adolescentes los principios, derechos y prerrogativas tanto en el derecho 
internacional, la constitución política, la ley y la jurisprudencia  constitucional que 
hacen alusión y están relacionados directamente con sus derechos, adquiriendo 
así, para nuestra investigación una herramienta basta sobre el asunto bajo 
estudio. 
 
Ahora bien, la sentencia T-502 del 30 de junio de 2011 nos ilustra sobre el trámite 
de homologación de la situación de adoptabilidad de los niños, niñas y 
adolescentes analizado en sede de Tutela y, como ya se indicó con anterioridad, 
con la fuerza vinculante de una norma superior. Veamos: 
 
“El trámite de la homologación tiene por objeto revisar el cumplimiento de 
los requisitos constitucionales y legales del debido proceso y, además, es 
un mecanismo de protección eficaz para que las personas afectadas por 
la resolución recobren sus derechos mediante la solicitud de terminación 
de sus efectos, demostrando que las circunstancias que le dieron origen 
se han superado y que razonablemente se puede pensar que no se 
repetirán. La competencia del juez de familia no se limita a que se 
cumplan las reglas procesales sino que también le permite establecer si la 
actuación administrativa atendió el interés superior del niño, la niña o el 
adolescente en proceso de restablecimiento de derechos y, por esta vía, 
también tiene el deber de ordenar las medidas que considere necesarias 
para el efectivo restablecimiento de los derechos del niño. Si bien el 
artículo 96 del Código de la Infancia y la Adolescencia establece como 
autoridad competente en materia de restablecimiento de derechos a los 
Defensores de Familia, y que, por tanto, podría argüirse que sólo esas 
autoridades están facultadas para tomar decisiones sobre la adoptabilidad 
de un niño, niña o adolescente, lo cierto es que el mismo estatuto otorga 
potestades y competencias al Juez de Familia con igual objeto. Así, 
teniendo en cuenta que el juez especializado tiene la virtualidad de ejercer 
esas funciones, ineludiblemente ello se traduce en que su función en el 
proceso de homologación no se restringe a un mero control sobre las 
formas y el procedimiento de la actuación administrativa, incluso cuando 
no llega en aplicación del artículo 100, sino del artículo 108, es decir, en el 
evento en que exista oposición a la resolución de adoptabilidad. Ahora 
bien, se hace necesario aclarar también que cuando el asunto llega a 
manos del Juez de Familia, por cualquiera de las aludidas vías, adquiere 
la característica de ser un asunto bajo su control, de tal manera que el 
hecho de ser una actuación de única instancia y que no admite recurso no 
le resta legitimidad ni puede considerarse violatoria del derecho de 





la función de control judicial de legalidad de la resolución de adoptabilidad 
va más allá de la verificación del cumplimiento de los requisitos formales 
del procedimiento administrativo. Es así, que con presentarse la oposición 
por parte de los padres o de los familiares o con el incumplimiento de los 
términos por parte de las autoridades administrativas competentes, el 
asunto merece la mayor consideración y adecuado escrutinio del juez de 
familia con el fin de que exista claridad sobre la real garantía de los 
derechos fundamentales del niño, la niña o el adolescente involucrado y 
de su interés superior. De manera que el Defensor de Familia no puede 
obviar las consideraciones hechas por los jueces de familia en el marco 
del proceso de homologación de las resoluciones de adoptabilidad, y su 
actuación posterior cuando éste ha negado dicha homologación, deberá 
enmarcarse dentro de lo dispuesto por la respectiva providencia judicial. 
Así que, si el juez decide no homologar y su motivación se fundamenta en 
que no hay razones suficientes para que los niños involucrados se 
encuentren por fuera de su medio familiar, tendrá el Defensor de Familia 
que tomar las medidas pertinentes para su reintegro.”18 
 
De esta manera se distinguen las funciones del Juez de Familia para la función de 
control de legalidad judicial en los procesos administrativos adelantados por el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, pues ha quedado suficientemente 
ilustrado que el trámite judicial debe velar porque los procedimientos 
administrativos se hayan adelantado de conformidad con la ley y el Juez de 
Familia se convierte en garante de la protección procesal que tales actuaciones 
deben tener, sin embargo, las decisiones que éste adopte, al ser de carácter 
judicial, cuentan con el carácter vinculante que la misma constitución le ha 
brindado, convirtiendo tal análisis procesal en un análisis Constitucional de la 
actuación, toda vez que la protección de los derechos fundamentales de las 
personas es de imperativo cumplimiento, pero cuando hablamos de menores, tal 
protección se ha instituido como de especial y prioritaria protección Constitucional. 
 
En la sentencia T-844 de 2011, la Corte Constitucional hace una recopilación de la 
jurisprudencia proferida por esa corporación, entre otros asuntos, respecto del 
derecho a la preservación de la unidad familiar, y el derecho de los niños a tener 
una familia y no ser separados de ella y la presunción a favor de la familia 
biológica. 
 
En el primer asunto estudiado reiteran sus pronunciamientos, especialmente lo 
indicado en la sentencia T-572 del 26 de agosto de 2009, con ponencia del 
magistrado Humberto Antonio Sierra Porto. Al respecto indica que “(…) se 
manifestó que la familia, como núcleo fundamental de la sociedad, debe ser 
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protegida de manera integral por el Estado. En tal sentido, debido a que la 
protección de la unidad familiar es un derecho fundamental, las autoridades 
públicas “deben abstenerse de adoptar medidas administrativas o judiciales que, 
en la práctica, impliquen violar la unidad familiar, so pretexto, por ejemplo, de 
amparar los derechos fundamentales de alguno de sus integrantes” (Negrillas 
en el texto original). 
 
Así pues, acota el supremo tribunal constitucional que la unidad familiar no debe 
verse menoscabada al entronizar los derechos de alguno de sus integrantes. Tal 
situación podría encontrarse ciertamente en contravía con la misma protección 
especial constitucional que se le ha brindado a los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes y nos encontraríamos frente a una discusión que, aunque no es 
objeto de la presente investigación, debe dejarse dicha: ¿los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes tienen supremacía sobre el derecho a la unidad 
familiar en virtud a los divergentes planteamientos de la Corte Constitucional? O, 
contrario sensu, ¿la unidad familiar debe sobreponerse al amparo de los derechos 
fundamentales de los niños, niñas y adolescentes, considerados sujetos de 
especial y reforzada protección constitucional?  La discusión se encuentra abierta, 
pues ambos pronunciamientos tienen igual capacidad vinculante. 
 
Ahora bien, analizado la segunda premisa establecida, la Corte Constitucional, en 
la misma sentencia ha indicado: 
 
“Además del derecho de toda persona a la preservación de la unidad 
familiar, se encuentra como uno de los derechos constitucionales 
fundamentales y prevalecientes del que son titulares los niños, las niñas 
y los adolescentes como sujetos de especial protección constitucional, 
el derecho a tener una familia y a no ser separados de ella, consagrado 
en el artículo 44 de la Carta Política. 
  
“La Corte Constitucional ha establecido que este derecho cuenta con 
garantías constitucionales adicionales que refuerzan la obligación de 
preservarlo, en especial, la consagración constitucional de la familia 
como la institución básica de la sociedad (arts. 5 y 42, C.P.); la 
prohibición de molestar a las personas en su familia (art. 28, C.P.); y la 
protección de la intimidad familiar (art. 15, C.P.). Además, tanto el 
derecho a tener una familia y no ser separado de ella, como las 
garantías adicionales, forman parte de las obligaciones internacionales 
del Estado colombiano en materia de derechos humanos19. 
  
“Esta Corporación ha señalado que este derecho tiene una especial 
importancia para los menores de dieciocho años, puesto que por medio 
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de su ejercicio se materializan otros derechos constitucionales que, por 
lo tanto, dependen de él para su efectividad, es a través de la familia 
que los niños pueden tener acceso al cuidado, el amor, la educación y 
las condiciones materiales mínimas para desarrollarse en forma apta20. 
Igualmente, la jurisprudencia constitucional se ha referido en varias 
ocasiones a la importancia del vínculo familiar y ha hecho énfasis en 
que “desconocer la protección de la familia significa de modo 
simultáneo amenazar seriamente los derechos constitucionales 
fundamentales de la niñez”21. 
  
“De lo anterior, se deriva la regla de la presunción a favor de la 
familia biológica, según la cual, las medidas estatales de 
intervención en la vida familiar, únicamente pueden traer como 
resultado final la separación de los menores de dieciocho años, 
cuando quiera que ésta no sea apta para cumplir con los 
cometidos básicos que le competen en relación con los niños, las 
niñas y adolescentes, o represente un riesgo para su desarrollo 
integral y armónico22. En el mismo sentido, el Código de la Infancia y 
Adolescencia colombiano consagra el derecho de los niños a conocer a 
sus padres y a ser cuidados por ellos.” (Negrillas en el texto original) 
 
Puntualiza la corte constitucional en la referida providencia lo indicado en aquélla 
articulada el 31 de agosto de 2010, con ponencia del magistrado Jorge Ignacio 
Pretelt Chaljub bajo el número T-671 de 2010, donde precisa que: “(…) en el 
análisis de los casos en los cuales los niños, niñas y adolescentes han sido 
separados de su familia biológica, es imprescindible contar con razones 
suficientes que justifiquen la intervención del Estado en las relaciones familiares 
biológicas. Como se ha reiterado en apartes anteriores, los menores de 18 años 
son titulares de un derecho fundamental prevaleciente a tener una familia y no ser 
separados de ella; a su vez, la familia en tanto institución social básica es objeto 




 Sentencia T-887 del 01 de diciembre de 2009. MP. Mauricio González Cuervo. En esta providencia la Corte 
hizo referencia a la Sentencia T-587 de 1998, en la que le correspondió a la Corte Constitucional establecer si 
el ICBF había desconocido los derechos fundamentales de una niña a tener una familia, al negarle a una 
pareja de padres extranjeros la posibilidad de adoptarla, en razón a que la hija biológica que ellos tenía una 
edad menor y ello podría generar traumatismos. En una sentencia reciente, la Corte Constitucional abordó el 
estudio de un caso similar al que se encuentra bajo examen de la sala Quinta en la presente oportunidad. 
Igualmente, citó la sentencia C-572 de 2009 en la que la Corporación efectúo una juiciosa aproximación al 
concepto de familia. En uno de los apartes del fallo sostuvo sobre el particular: “El punto de partida clásico de 
la noción de familia es aquel según el cual aquélla se origina en el matrimonio. De igual manera, este término 
incluye el supuesto del matrimonio sin descendencia o sin otros parientes a cargo, la relación de hombre y 
mujer sin descendencia. Igualmente, abarca los lazos familiares derivados de la adopción. Este es el concepto 
que se toma en consideración en los distintos instrumentos internacionales sobre derechos humanos, tales 
como la Declaración Universal de Derechos Humanos (art. 16.1); el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos (art. 23), al igual que la Convención Americana sobre Derechos Humanos”. 
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de una clara protección constitucional, que impiden que las autoridades o los 
particulares intervengan en su fuero interno o perturben las relaciones que la 
conforman, sin que existan razones de peso previamente establecidas por el 
ordenamiento jurídico que así lo justifiquen, y únicamente de conformidad con el 
procedimiento establecido en la ley y teniendo en cuenta las circunstancias 
particulares del caso concreto.”  
 
Expresado en términos breves, El estado no podrá intervenir en el fuero interno de 
la familia, salvo que existan razones de peso, establecidas en la normatividad 
vigente que así lo permita, pues el derecho fundamental que ostentan los menores 
de edad a tener una familia y a no ser separados de ella, es prevalente, sobre los 
demás derechos fundamentales. 
 
Finalmente, la sentencia T-664 del 24 de agosto de 2012, con ponencia de la 
Magistrada (E) Adriana María Guillén Arango reitera Jurisprudencia de la misma 
Corte Constitucional respecto del asunto, indicando los alcances que puede tener 
el Juez de Familia en sede de Homologación, no sólo en el aspecto formal sino 
yendo más allá, pues lo que se pone a su consideración son derechos de niños, 
niñas y adolescentes, entonces debe analizar, también, el aspecto sustancial de 
las decisiones adoptadas en sede administrativa. Al respecto, la sentencia puede 
leerse así: 
 
“4.1. En el caso objeto de análisis, los jueces de instancia, consideraron 
que la acción de tutela interpuesta por el señor XXX es improcedente, 
porque frente a la resolución que declaró la adoptabilidad de los niños 
AAA y BBB procede el mecanismo judicial de homologación. 
  
Al respecto, el Código de la Infancia y la Adolescencia, en sus artículos 
10723, 10824 y 11925, señala que (i) si durante la actuación administrativa 
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 Artículo 107. Contenido de la declaratoria de adoptabilidad o de vulneración de derechos. (…) Parágrafo 1o. 
Dentro de los veinte días siguientes a la ejecutoria de la resolución que declara la adoptabilidad podrán 
oponerse las personas a cuyo cargo estuviere el cuidado, la crianza y educación del niño, niña o adolescente, 
aunque no lo hubieren hecho durante la actuación administrativa. Para ello deberán expresar las razones en 
que se fundan y aportar las pruebas que sustentan la oposición. (…) 
24
 Artículo 108. Homologación de la declaratoria de adoptabilidad. Cuando se declare la adoptabilidad de un 
niño, una niña o un adolescente habiendo existido oposición en la actuación administrativa, y cuando la 
oposición se presente en la oportunidad prevista en el parágrafo primero del artículo anterior, el Defensor de 
Familia deberá remitir el expediente al Juez de Familia para su homologación./ En los demás casos la 
resolución que declare la adoptabilidad producirá, respecto de los padres, la terminación de la patria potestad 
del niño, niña o adolescente adoptable y deberá ser inscrita en el libro de varios de la notaría o de la oficina de 
registro civil. 
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  Artículo 119. Competencia del juez de familia en única instancia. Sin perjuicio de las competencias 
asignadas por otras leyes, corresponde al juez de familia, en única instancia: 1. La homologación de la 
resolución que declara la adoptabilidad de niños, niñas o adolescentes. (…) Parágrafo. Los asuntos regulados 
en este código deberían ser tramitados con prelación sobre los demás, excepto los de tutela y habeas corpus, 
y en todo caso el fallo deberá proferirse dentro de los dos meses siguientes al recibo de la demanda, del 





de restablecimiento de los derechos existió oposición o (ii) si contra la 
resolución que declara en situación de adoptabilidad a un menor, se 
interpone el recurso de reposición y aquél es resuelto desfavorablemente 
o (iii) si se presenta directamente oposición contra la resolución de 
declaratoria de adoptabilidad, procede frente a la actuación administrativa 
el mecanismo de homologación ante el juez de familia. 
  
A la par, el artículo 12326 consagra que si el juez de familia evidencia el 
incumplimiento de algún requisito legal previsto para la actuación 
administrativa de restablecimiento podrá devolver el expediente al 
Defensor de Familia para que lo subsane. Luego de verificado el 
cumplimiento de dichos requisitos, el juez decidirá si homologa la 
resolución expedida. 
  
4.2. En relación con el alcance de la competencia del juez de familia en el 
trámite de la homologación, en sus inicios, esta Corporación mediante la 
Sentencia T-079 de 199327, al interpretar el contenido del artículo 56 del 
entonces Código del Menor, que establecía que las decisiones 
administrativas que determinen en forma temporal o definitiva la situación 
de un menor de edad están sujetas al control jurisdiccional de los jueces 
de familia, consideró que dicho control solo debía realizarse sobre el 
procedimiento y no sobre el fondo del asunto. En esa ocasión la Corte 
expresó que: 
  
“La declaración de abandono - acompañada de la medida de protección 
consistente en la iniciación de los trámites de adopción - produce ipso iure 
la pérdida de la patria potestad (C. del M., art. 60), salvo que se presente 
oportunamente oposición a la resolución administrativa por parte de las 
personas a cuyo cargo estuviere el cuidado, la crianza o la educación del 
menor de edad (C. del M., art. 61). La drasticidad de una decisión 
semejante para la familia y los derechos de sus miembros llevó al 
legislador a prever el mecanismo de la homologación judicial como 
garantía judicial de esta clase de resoluciones. 
  
La homologación de las decisiones de los Defensores de Familia por 
parte de un Juez especializado en la misma materia constituye un control 
de legalidad diseñado con el fin de garantizar los derechos procesales de 
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   Artículo 123. Homologación de la declaratoria de adoptabilidad. La sentencia de homologación de la 
declaratoria de adoptabilidad se dictará de plano; producirá, respecto de los padres, la terminación de la patria 
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las partes y subsanar los defectos en que se hubiere podido incurrir por 
parte de la autoridad administrativa. Aunque el trámite de la homologación 
tiene por objeto revisar el cumplimiento de los requisitos constitucionales 
y legales del debido proceso, al juez le está vedado examinar el fondo de 
la decisión. Contra la sentencia de homologación no procede recurso 
alguno (C. del M., art. 63).” 
  
En la misma línea, en sentencia T-293 de 199928 se señaló que la 
homologación “es un control de legalidad sobre la actuación adelantada 
por los funcionarios del ICBF, instituido para garantizar los derechos 
sustanciales y procesales de los padres de los menores, o de quien los 
tenga a su cuidado.” 
  
Sin embargo, recientemente la Corte, en sentencia T-671 de 201029, 
expresó que la competencia del juez de familia en el trámite de 
homologación no sólo se limita al control formal del procedimiento llevado 
a cabo en la actuación administrativa, sino que se extiende a establecer si 
la medida adoptada atendió el interés superior del niño, niña o 
adolescente. Concretamente se explicó que: 
  
“en el marco del proceso de homologación, la función de control de 
legalidad de la resolución de adoptabilidad va más allá de la verificación 
del cumplimiento de los requisitos formales del procedimiento 
administrativo. Es así, que con presentarse la oposición por parte de los 
padres o de los familiares o con el incumplimiento de los términos por 
parte de las autoridades administrativas competentes, el asunto merece la 
mayor consideración y adecuado escrutinio de la autoridad judicial con el 
fin de que exista claridad sobre la real garantía de los derechos 
fundamentales del niño, la niña o el adolescente involucrado y de su 
interés superior.”  
Dicha posición, fue reiterada por la sentencia T-1042 de 201030, en la cual 
se señaló que el objetivo de la homologación es revisar el cumplimiento 
de los requisitos constitucionales y legales del debido proceso durante la 
actuación administrativa, por lo que se constituye como “un mecanismo 
de protección eficaz para que las personas afectadas por una resolución 
de adoptabilidad recobren sus derechos mediante la solicitud de 
terminación de sus efectos, acreditando que las circunstancias que 
ocasionaron tal situación se han superado y que razonadamente se 
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puede deducir que no se repetirán.” 
  
4.3. En síntesis, el ordenamiento jurídico colombiano prevé la 
homologación de la declaratoria de adoptabilidad ante el juez de familia, 
el cual debe verificar no sólo el cumplimiento del procedimiento 
administrativo, sino también velar por la garantía y protección del interés 
superior de los menores y los derechos de los familiares implicados en las 
actuaciones administrativas. Es decir, el juez de familia cumple una doble 
función, por una parte realiza el control de legalidad de la actuación 
administrativa, pero al mismo tiempo debe velar por el respeto de los 
derechos fundamentales de los implicados en el trámite, en especial, 
debe salvaguardar el interés prevalente de niños, niñas y adolescentes, 
actuando de esta forma como juez constitucional.” 
 
 
LINEAMIENTOS TÉCNICOS IMPLEMENTADOS POR EL INSTITUTO 
COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR 
 
Mediante la Resolución No. 5929 de 2010, la Dirección del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar –ICBF– aprobó los lineamientos técnico administrativos en la 
actuación de restablecimiento de derechos de los niños, niñas y adolescentes.  
 
Así indica que La Declaratoria de Adoptabilidad del niño, la niña o el adolescente 
corresponde exclusivamente al Defensor de Familia. Que tal situación ocurre 
cuando del acervo probatorio se determine la ausencia de la familia o que ésta no 
garantiza las condiciones para el ejercicio pleno de los derechos del niño, niña o 
adolescente y constituye el factor de su vulneración, amenaza o inobservancia.  
 
Igualmente hace alusión a la Homologación de esta decisión, instituyendo esta 
figura como un mecanismo de control de legalidad o de revisión, frente al Derecho 
Fundamental del Debido Proceso y por ende, del correcto ejercicio del Derecho de 
Defensa.  
 
Hace énfasis en considerar que esta homologación NO es una segunda instancia 
en la que resulte posible abordar o cuestionar los criterios de valoración probatoria 
que sobre los elementos allegados pueda haber hecho el Juez Natural, que no es 
otro que el Defensor de Familia o, en su caso, el Comisario de Familia o el 
Inspector de Policía. 
 
De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 107 y 108 de la Ley 1098 de 2006, la 







a. Cuando existió oposición durante la Actuación Administrativa. 
 
b. Cuando la Actuación Administrativa resuelve desfavorablemente el recurso de 
reposición interpuesto contra la Resolución que declara la adoptabilidad. 
 
c. Cuando se presente oposición dentro de los veinte (20) días siguientes a la 
ejecutoria de la Resolución que declara la adoptabilidad. 
 
El juez debe resolver la Homologación dentro de los dos (2) meses siguientes al 
recibo del expediente (Art. 119 Ley 1098 de 2006). 
 
Con lo anterior queda claro entonces que la posición del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, no reconoce, aún, que si bien, técnicamente la homologación 
de la situación de adoptabilidad adelantada en sede judicial  no se considera una 
segunda instancia, la Jurisprudencia Constitucional, en su carácter de norma 
superior, ha considerado que el sede judicial si pueden revisarse, además del 
aspecto formal de las decisiones administrativas, asuntos de fondo, pretendiendo 
nada más ni nada menos que la efectiva protección especial constitucional que 
tienen los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes, llevando inclusive a 
desvirtuar las decisiones administrativas, de conformidad con la carga probatoria 
que judicialmente se debe recaudar, para así, modificar, complementar o inclusive 
dejar sin efectos las decisiones que, en sede administrativa, se adoptan, no sólo 
por los defectos procedimentales sino también por aquellos sustanciales que en 









La presente investigación tiene un carácter jurídico-exploratorio, puesto que lo que 
se pretende es descubrir la eficacia de la homologación de la declaratoria de 
adoptabilidad, las contradicciones en la valoración y aplicación probatoria de las 
actuaciones tipificadas en el código de la infancia y la adolescencia en lo referido 
especialmente a la homologación de la declaratoria de adoptabilidad. Para efectos 
de este ejercicio se recurrirá a la metodología del análisis y síntesis. 
 
Lo anterior se explica con mayor amplitud de la siguiente manera: 
 
 




Para el Jurista y Escritor Mexicano, Héctor31 Fix-Zamudio, define la investigación 
jurídica como “la actividad intelectual que pretende descubrir las soluciones 
jurídicas adecuadas para los problemas que plantea la vida social de nuestra 
época, cada vez más dinámica y cambiante, lo que implica también la necesidad 
de profundizar en el análisis de dichos problemas, con el objeto de adecuar el 
ordenamiento jurídico a dichas transformaciones sociales, aun cuando 
formalmente parezca anticuado”. 
 
Es Jurídica la presente investigación ya que se analizaran las situaciones jurídicas 
por las cuales el Juez de Familia ordena o no la homologación de la situación de 
adoptabilidad que está consagrada en el Código de la Infancia y la Adolescencia y 
que fue proferida por los organismos administrativos responsables de tal 
actuación, por lo cual este proyecto de investigación pretende ser fuente de 
consulta para quienes requieran información para resolver problemas jurídicos 
relacionados. 
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Según Roberto Hernández Sampieri32 en su obra Metodología de la Investigación 
en el capítulo 4 se refiere a los tipos de estudios entre ellos el exploratorio de la 
siguiente manera:  
(Asamblea General de las Naciones Unidas, Declaración de Ginebra, 1924) 
 
“Los estudios exploratorios se efectúan, normalmente cuando el objetivo es 
examinar un tema o problema de investigación poco estudiado o que no ha sido 
abordado antes. Es decir, cuando la revisión de la literatura reveló que 
Únicamente hay guías no investigadas e ideas vagamente relacionadas con el 
problema de estudio.” 
 
 
En consonancia con lo anterior tenemos entonces que el tipo de estudio en esta 
investigación es EXPLORATIVO, pues pretende explicar y analizar una 
herramienta jurídica poco utilizada y cómo los operadores judiciales han aplicado 
la figura de la homologación de la declaratoria de adoptabilidad contemplada en la 
ley 1098 de 2006 y específicamente en el artículo 108. 
 
MÉTODO DE LA INVESTIGACIÓN 
 
ANÁLISIS Y SÍNTESIS  
 
En la presente investigación se analiza el papel que cumple la figura contemplada 
en el artículo 108 del Código de la Infancia y la Adolescencia y su aplicación en la 
ciudad de Pereira. 
 
La síntesis establece la relación que existe entre las partes analizadas con 
anterioridad, posibilitando el descubrimiento de la relación esencial entre el papel 
que cumple la figura y la aplicación por parte de los operadores jurídicos, basado 
en los resultados obtenidos con anterioridad en el análisis. 
 
FUENTES, TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE LA 
INFORMACIÓN   
 
Para el desarrollo metodológico del proyecto de investigación denominado “El 
Papel Que Cumple La Figura De Homologación De La Declaratoria De 
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Adoptabilidad Consagrada En El Código De Infancia Y Adolescencia Y Su 
Aplicación En La Ciudad De Pereira Risaralda 2011 – 2013”, se utilizaron 
diferentes fuentes de estudio que permiten lograr el objetivo planteado, las cuales 









Doctrina sobre el derecho de familia, Las convenciones internacionales, 
especialmente aquellas que se adelantaron en las Naciones Unidas, la 
Constitución Política de Colombia, las Sentencias de la Corte Constitucional, el 
Código de Infancia y Adolescencia, El Código Civil, trabajos de investigación sobre 
el proceso de adopción en Colombia. Todos los anteriores tanto en sus versiones 
impresas como electrónicas.  
 
 
LA INVESTIGACIÓN CUALITATIVA 
 
Podemos establecer que la clase de investigación CUALITATIVA que se 
desarrolla tiene como propósito analizar desde el contexto jurídico y social los 
fenómenos que se llegan a presentar de acuerdo a las situaciones que se suscitan 
en los despachos judiciales de Familia de la ciudad de Pereira, en el trámite de 
homologación de la declaración de adoptabilidad que realiza el organismo 
administrativo y que encontramos contenido en el Código de la Infancia y la 
Adolescencia y la aplicación que efectúan los Jueces de Familia de la Ciudad de 
Pereira. 
 
Lo anterior de conformidad con lo expuesto por el profesor Gregorio33 Rodríguez 
Gómez en su libro Metodología de la Investigación Cualitativa, se refiere a este 
tipo de investigación así:  
 
 
“Los investigadores cualitativos estudian la realidad en su contexto natural, tal 
como sucede, intentando sacar sentido de, o interpretar, los fenómenos de 
acuerdo con los significados que tienen para las personas implicadas. La 
investigación cualitativa implica la utilización y recogida de una gran variedad de 
materiales que describen la rutina y las situaciones problemáticas y los 
significados en la vida de las personas.” 
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 Los Jueces de familia de la Ciudad de Pereira coinciden en indicar que la 
declaración de adopción es la medida de restablecimiento de los derechos 
de los niños, niñas y adolescentes por excelencia 
 
 La homologación de la situación de adoptabilidad en sede judicial, más que 
un formalismo para analizar aspectos procedimentales, es una instancia 
donde se analizan de fondo las situaciones fácticas y probatorias que 
permiten, analizar de fondo, todo cuanto se debe apreciar en contexto, para 
declarar tal situación. 
 
 La Jurisprudencia emanada de la Corte Constitucional, al contar con un 
carácter vinculante, ha desarrollado herramientas y métodos de obligatorio 
cumplimiento para analizar tanto la forma, como el fondo de las decisiones 
adoptadas en sede administrativa. 
 
 La aplicación de las normas que rigen los procesos y procedimientos 
respecto de la homologación de la situación de adoptabilidad se aplican en 
debida forma, siempre y cuando se ejecuten en consonancia con lo que ha 
establecido la Corte Constitucional al respecto, pues la consulta de la 
Jurisprudencia y la aplicación de las normas en el sentido que este tribunal 




































 La homologación de la situación de adoptabilidad debe entenderse como la 
efectiva revisión sobre los procesos de adopción adelantados ante el 
organismo administrativo competente, pues el derecho de los niños, niñas y 
adolescentes a tener una familia y no ser separados de ella es fundamental, 
dentro del estado Social de Derecho y garantía legal para el goce efectivo 
de los derechos de las personas que requieren especial protección 
constitucional de sus derechos fundamentales. 
 
 Los convenios internacionales, la protección constitucional y demás 
normatividad vigente, son instrumentos de defensa legítima para la infancia, 
en los cuales, se plasma la asistencia especial para atender el interés 
superior del niño y los operadores judiciales están el obligación 
constitucional y legal de sobreponer tales derechos sobre los de los demás. 
 
 La premisa legal establecida en el artículo 123 del Código de Infancia y 
Adolescencia, es un mecanismo que posee el operador jurídico 
(específicamente el Juez de Familia), creado por el legislador, basado en 
una evolución legislativa previendo el control judicial sobre las medidas que 
se adopten en sede administrativa de acuerdo a la realidad social y cultural 
y especialmente a las carencias o extralimitaciones adelantadas en el 
proceso administrativo. 
 
 Los lineamientos legales son aplicados en debida forma en el Distrito 
Judicial de Pereira por apte de los Honorables Jueces de Familia, sin 
embargo, éstos operadores judiciales han vinculado en forma directa la 
jurisprudencia vigente en el tema emanada de la Corte Constitucional para 
que, más que un criterio auxiliar de interpretación legal, se instituya como 
normatividad de obligatorio cumplimiento, en virtud de la interpretación 
constitucional que sobre éste organismo colegiado recae. 
 
 Los Jueces de Familia de la ciudad de Pereira, procurando garantizar el 
efectivo ejercicio de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes 
cuando se trata de la homologación de la situación de adoptabilidad, más 
que una revisión formal sobre la actuación administrativa, en aras de 
garantizar el debido proceso, se han convertido en una instancia de revisión 
tanto de forma, como de fondo, respecto de las actuaciones en sede 
administrativa, sin que tal actuación se constituya en una segunda 
instancia, sino, por el contrario, apoyando la labor administrativa, siempre 





niños, niñas y adolescentes como sujetos de especial protección 
constitucional. 
 
 Los operadores judiciales en todas sus instancias y niveles han 
desarrollado mecanismos idóneos, Las garantías Constitucionales para la 
protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes no son 
estériles en nuestro tiempo. No obstante, algunos funcionarios 
administrativos no han adelantado el escrutinio acertado sobre la adopción 
de medidas drásticas para la protección de sus derechos, de ahí la 
importancia del operador judicial en el proceso de homologación, pues se 
convierte en garante constitucional de los derechos, no sólo de los niños, 
niñas y adolescentes involucrados, sino de sus familias. 
 
 La conocida premisa civil que dice que el desconocimiento de la ley no es 
argumento suficiente para abstraerse de su cumplimiento podría invertirse 
en este caso, pues, precisamente por el desconocimiento de tales normas, 
las personas del común no pueden hacer valer sus derechos ni el de sus 
familias, pues no conocen los mecanismos judiciales existentes para 
defenderlos, especialmente en ocasiones que a todas luces puede 
apreciarse algún tipo de arbitrariedad por parte de los organismos 
administrativos. Lo anterior en cuanto para muchos operadores 
administrativos el criterio económico es, en muchas ocasiones, 
determinante para tomar medidas drásticas en cuanto a la protección de los 
























PROPUESTA DE LA INVESTIGACIÓN 
 
El artículo 123 del Código de la Infancia y la Adolescencia, creado por el 
legislador, ha pretendido establecer lineamientos para que el Juez de Familia sea 
garante procesal de la actuación administrativa, sin embargo y para fortuna de la 
protección de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes, la 
jurisprudencia ha revaluado tal limitante legal, extendiendo la revisión tanto al 
aspecto formal como al sustancial de las decisiones adoptadas en sede 
administrativa. 
 
El derecho fundamental que se busca proteger en estas actuaciones es el derecho 
constitucional fundamental que tienen los niños, las niñas y los adolescentes a 
TENER UNA FAMILIA Y NO SER SEPARADOS DE ELLA, queriendo significar 
esto que debe hacerse un análisis riguroso sobre el núcleo familiar de los niños 
incluyendo, sin lugar a dudas la familia extensa, que en innumerables ocasiones, 
la entidad administrativa deja de lado, pues la situación de adoptabilidad rompe los 
vínculos de sangre que tienen las familias con los niños, dejándolos, en muchas 
ocasiones, en una situación de vulnerabilidad notoria, perjudicando aún más la 
estabilidad y la salud moral y mental de los niños. 
 
Los criterios económicos que han servido de soporte para las decisiones 
administrativas que en muchos casos se han presentado, si bien es un aspecto 
importante, debe puntualizarse que no es pilar fundamental ni eje central sobre el 
cual se sostenga una determinación de declarar un niño, una niña o un 
adolescente, en situación de adoptabilidad. 
 
 
El vacío jurídico que se encuentra es el desconocimiento que tienen los padres y 
la familia extensa de los niños en situación de adoptabilidad para que tal situación 
sea revisada por un operador Judicial, pues la ley no instituye que al iniciar un 
proceso de adoptabilidad, la autoridad administrativa indique a esa familia sobre 
los mecanismos legales que posee para, tal vez, evitar que el vínculo familiar se 
destruya con los niños y, que se entienda de una vez por todas que la situación de 
adoptabilidad, si bien es una institución para la efectiva protección de los derechos 
de los niños, niñas y adolescentes, en muchas ocasiones no es la vía idónea para 
el restablecimiento de sus derechos, pues la familia no debe limitarse ni estudiarse 
solamente como padre y madre, sino que, como el mismo término lo indica, es una 
familia extensa, en el entendido que la responsabilidad sobre los hijos menores de 
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